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TITULARIDAD Y OPORTUNIDAD PARA IMPUGNAR LA PATERNIDAD1 
OWNERSHIP AND OPPORTUNITY TO CHALLENGE PATERNITY 
 






En este texto se aborda la aplicación de la caducidad de la acción de impugnación 
de la paternidad, no obstante la evidencia del resultado de la prueba científica de 
ADN, y su influencia en el derecho de filiación que le asiste a los niños, las niñas y 
adolescentes, a partir de una reflexión normativa, doctrinal y jurisprudencial. 
 
Se aportan referentes desarrollados por la Jurisprudencia y en especial la 
emanada por la Corte Constitucional en la estructuración del precedente que 
procura la protección del derecho de filiación y los derechos superiores de los 
niños las niñas y adolescentes, ante la figura de la caducidad de la acción de 
impugnación de la paternidad incoada por quien pasa por padre.  
 





This text addresses the application of the expiration of the paternity challenge 
action, despite the evidence of the result of the scientific DNA test, and its 
influence on the right of filiation that assists boys, girls and boys. adolescents, from 
a normative, doctrinal and jurisprudential reflection. 
 
 References developed by the Jurisprudence are provided and especially 
the one emanated by the Constitutional Court in the structuring of the precedent 
that seeks to protect the right of filiation and the superior rights of boys, girls and 
adolescents, before the figure of the expiration of the action of challenge of 
paternity initiated by who passes for father. 
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En el derecho de familia, la filiación es un tema que ha evolucionado gracias a los 
avances científicos de la genética y por lo mismo dinamiza la jurisprudencia bajo el 
marco normativo de nuestra legislación, cual es el caso de la acción de 
impugnación de la paternidad, reglada en parte por el Art. 216 del Código Civil, 
que prevé quienes son los titulares de la acción de impugnación de la paternidad 
del hijo nacido durante el matrimonio o en vigencia de la unión marital de hecho y 
por ende se hallan legitimados para adelantar dicha pretensión, a su vez establece 
un término perentorio para desvirtuar la paternidad según la modificación que 
hiciera el Art. 4 de la Ley 1060 de 2006, esto es dentro de los 140 días siguientes 
a aquel en que tuvieron conocimiento de que no es el padre o madre biológico. 
 
La norma es expresa y conlleva tácitamente el término de caducidad de la 
acción de impugnación de la paternidad, no obstante, -cual acontece en sendos 
casos-, la existencia probada de la causal que consagra el Art. 248, núm. 1, del 
Código Civil, que precisa que el hijo no ha podido tener por padre al que pasa por 
tal, precisamente en virtud del resultado que arroja la prueba genética con 
marcadores de ADN.  
 
Preocupa que en su aplicación se trasgredan los derechos superiores de 
los niños, niñas y adolescentes, toda vez que quien pasa por padre no puede 
impetrar la acción en procura de los derechos de uno y otro.  
 
En virtud de este contexto surge un interrogante, ¿Sí el término de 
caducidad de la acción de impugnación de la paternidad que expresa el Art. 216 
del Código Civil, vulnera los derechos superiores de los niños, niñas y 
adolescentes, entre estos a conocer su verdadera filiación biológica? 
 
Para resolver la inquietud que genera la presente investigación, en primer 
lugar se desarrollará el concepto de filiación como derecho fundamental y de 
interés superior de los niños niñas y adolescentes y de la legitimación en la causa 
para impugnar la paternidad; en segundo lugar descubrir la finalidad del término 
de caducidad de la acción de impugnación de la paternidad matrimonial o en 
vigencia de la unión marital de hecho como protección del derecho de filiación; y 
en tercer lugar, previo a decantar una conclusiones, analizar el desarrollo 
constitucional del concepto de caducidad de la acción de impugnación de la 
paternidad matrimonial o en vigencia de la unión marital de hecho y su incidencia 




FILIACION Y LIGITIMACIÓN EN LA CAUSA PARA IMPUGNAR 
 
El concepto de filiación tiene su génesis en la expresión latina filius, que quiere 
decir “hijo” y se entiende como,  
 
El conjunto de relaciones jurídicas que, determinadas por la paternidad y la 
maternidad, vinculan a los padres con los hijos dentro de la familia. El 
derecho de filiación comprende todas aquellas relaciones jurídicas 
familiares que tienen como sujetos a los padres respecto de los hijos, y 
recíprocamente que atañen tanto a la constitución, modificación y extinción 
de la relación, cuanto el contenido que funcionaliza su objeto, es decir, la 
realización de los fines e intereses familiares que el derecho protege en 
razón de la paternidad y la maternidad (Garcia, 1999, p. 67).  
 
Luego la filiación es definida por Somarriva (1982), al señalar que es “la 
relación entre el padre y el hijo” (p. 349); es decir “la descendencia de padres a 
hijos; o bien, la calidad que uno tiene de hijo con respecto a otra persona que es 
su padre o madre” (Escriche, 1925, p. 691). 
 
Ahora bien, la Corte Suprema de Justicia, desde sus primeras sentencias 
sobre el tema, y en concreto la Sala de Casación Civil, la ha referido, desde 
antaño, como ese vínculo necesariamente de carácter jurídico que emana en 
virtud de la procreación del hijo, cuyo sinónimo respecto del padre es Paternidad y 
respecto de la madre es maternidad.  Por otra parte, también podrían entenderse 
que,  
 
Es vínculo jurídico que une a un hijo con su madre o con su padre y que 
consiste en la relación de parentesco establecida por la ley entre un 
ascendiente y su descendiente de primer grado, encuentra su fundamento 
en el hecho fisiológico de la procreación, salvo obviamente en la adoptiva 
que corresponde a una creación legal. La maternidad y la paternidad 
constituyen pues la doble fuente de la filiación: consiste la primera en el 
hecho de que una mujer haya tenido un parto y que el hijo que pasa por 
suyo sea realmente el producto de ese parto; y consiste la segunda en que 
un ser haya sido engendrado por el hombre que es considerado como su 
padre (Torrado, 2019, p. 127). 
 
Concepto de filiación que trae consigo e inmerso, los derechos que le 
asisten a los niños, niñas y adolescentes, los cuales son de protección superior y 




El derecho de los Niños, está contenido tanto en las normas 
constitucionales que consagran principios, garantías, derechos y deberes; 
en las normas y principios consignados en los tratados, declaraciones y 
convenios internacionales relativos a los menores; en las leyes y en los 
principios y reglas de la jurisprudencia constitucional que definen el alcance 
y contenido de ellas (Ibáñez, 1997, p. 19).   
 
En lo que respecta a la prevalencia constitucional de los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes Younes (2019) afirma: “Por primera vez se incorporan 
en un texto constitucional expreso los derechos de los niños (vida, salud, 
integridad, seguridad social, familia, cuidado, educación). Importa destacar que los 
derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás” (p.174). 
 
Por su parte, la jurisprudencia constitucional, como alto órgano de cierre, ha 
desarrollado el concepto en sus diferentes pronunciamientos, señalado que,  
 
La filiación es un derecho fundamental y uno de los atributos de la 
personalidad, que se encuentra indisolublemente ligada al estado civil de 
las personas e, inclusive, al nombre, y al reconocimiento de su personalidad 
jurídica, derechos que protege en conjunto con la dignidad humana y el 
acceso a la justicia (Corte Constitucional, T-071, 2016).  
 
Ahora bien, obsérvese que la vulneración del derecho a la filiación 
biológica, trae consigo afectación al desarrollo de la personalidad, en tanto que la 
doctrina también ha considerado que la personalidad depende de otros elementos, 
por ejemplo,  
 
La personalidad, desde el punto de vista psicológico, parte de la base de 
que el ser humano posee un equipo neurofisiológico genéticamente 
determinado (temperamento) y una historia hecha de experiencias que van 
desde la infancia hasta el final de su vida.  La personalidad resulta de este 
encuentro. Es un factor de unidad que explica las conductas y justifica la 
consistencia del carácter. El registro de experiencias no se cierra nunca, 
razón por la cual la personalidad está en continúa transformación en función 
del futuro, sufriendo modificaciones. Entre los factores externos, cuyo papel 
moderador es notable, hay que citar el de los grupos sociales (Younes, 
2019, p.118). 
 
Atributo de la personalidad que como tal ha sido reconocido igualmente 




La filiación es un atributo de la personalidad, su reconocimiento o 
establecimiento como derecho fundamental de rango constitucional que lo 
debe garantizar el Estado. El derecho a la personalidad jurídica no se 
reduce únicamente a la capacidad de la persona humana a ingresar al 
tráfico jurídico. Comprende también los llamados atributos de la 
personalidad.  De los atributos jurídicos de la persona los que permiten 
identificarla y diferenciarla, entre ellos el estado civil, es el más importante; 
porque las personas logran una ubicación jurídica en su núcleo familiar y 
social (Art. 58 C.N.). La filiación, entendida como la relación que se genera 
entre procreantes y procreados, constituye un atributo de la personalidad 
jurídica, en cuanto elemento esencial del estado civil de las personas 
(Castro, 2002, p. 119). 
 
Ahora bien, en tratándose de las acciones de impugnación de la paternidad, 
cual acontece en el plano del derecho comparado, suelen surgir numerosas 
dificultades, señaladas por la doctrina, en tanto que,  
  
Al margen de los problemas probatorios, las dificultades interpretativas 
surgen principalmente en dos clases de acciones: en primer término, dentro 
de las acciones de reclamación, en la admisión, en virtud de una 
jurisprudencia contra legem, de la legitimación activa del progenitor para 
reclamar su paternidad no matrimonial cuando falta posesión de estado, 
pese a que esté implícitamente excluido en el párrafo primero del artículo 
133 Código Civil. En segundo lugar, la caducidad de la acción de 
impugnación de la paternidad matrimonial ejercitada por el marido (Art. 136 
I CC) donde se discute lo único discutible: cuándo empieza a correr el 
brevísimo plazo de duración de la acción (García, 2001, p. 5).  
 
En nuestro marco jurídico interno existen disposiciones legales que regulan 
la filiación, bien para investigar o bien para desvirtuar la paternidad, cual es la Ley 
1060 de 2006, que efectuó significantes modificaciones al código civil, a cuyo 
tenor se establece quienes son los titulares para impugnar la paternidad, empero, 
delimita el momento para el ejercicio del interés jurídico, por parte de sus titulares, 
que son, según unos autores. 
  
En lo que atañe a los titulares de la impugnación de la paternidad se pude 
decir que la ley es expresa, al afirmar que únicamente podrán iniciar este 
tipo de procesos el hijo, el padre biológico, el supuesto padre, los herederos 
del supuesto padre, los ascendientes del padre y cualquier persona que 
tenga interés actual en ello, de conformidad con los artículos 5, 7, 8 de la 




LA CADUCIDAD COMO PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA FILIACION. 
 
En tratándose de la acción de impugnación de la paternidad del hijo nacido 
durante el matrimonio o en vigencia de la unión marital de hecho, conviene 
precisar que “El hijo concebido durante el matrimonio o durante la unión marital de 
hecho tiene por padres a los cónyuges o compañeros permanentes” (Código Civil, 
2012, Art. 213), así lo explica un autor, 
 
Ciertamente, conforme a las disposiciones de los reformados artículos 213 
y siguientes, el hijo que sea concebido dentro del matrimonio, o en la unión 
marital de hecho, se presume legítimo. Esta presunción nace del principio 
latino según el cual pater is est quem nuptiae demonstrant, lo que significa 
que se presume que es el padre quien ostente la condición de marido o 
esposo o, ahora, quien tenga el estado civil de compañero permanente. Lo 
que es lo mismo: el hijo de mujer casada, o de mujer que vive en 
comunidad de vida permanente y singular, se presume hijo del marido o del 
compañero permanente, con arreglo a estos preceptos (Torrado, 2019, p. 
127). 
 
Con fundamento en la normativa, es común encontrar casos en los que 
emerge el conflicto de la acción de impugnación de la paternidad, que deben ser 
llevados ante el estrado judicial, luego ésta debe entenderse como, 
 
El escenario que le permite a una persona controvertir la relación filial que 
se encuentra reconocida. La impugnación del estado de hijo legítimo se 
efectúa destruyendo todos o cada uno de los elementos de la legitimidad, 
esto es, la paternidad, la maternidad, el matrimonio o la concepción dentro 
del matrimonio.  Constituye una acción que se predica del hijo nacido 
durante el matrimonio o en vigencia de la unión marital de hecho, o 
respecto de quien ha sido reconocido de manera expresa conforme lo 
señala la ley (Corte Constitucional, T-207, 1997).  
 
 Esto es, un proceso judicial cuyas pretensiones se ven enfocadas 
precisamente a atacar ese vinculo filial,  
 
En las acciones de impugnación, una persona amparada por un estado civil 
busca desvirtuarlo, en caso de que considere que este no es el verdadero. 
Por tanto, no es similar reclamar un estado civil que impugnarlo, aun 
cuando la reclamación pueda implicar en muchos casos la impugnación 




Proceso dentro del cual, se tiene un medio probatorio de medular 
importancia y que por excelencia es y debe ser decretado en su curso, cual es la 
prueba científica con marcadores genéticos de ADN, “con lo cual se deja sentada 
una sólida base para el adelantamiento del proceso debido a la trascendencia de 
esta prueba pericial” (López, 2018, p.196). 
Por eso la Corte Constitucional no le da la espalda a una realidad que 
desde la genética ha sido reiterativa y necesaria para estructurar el precedente, 
por ejemplo, Emilio Yunis Turbay, citado la Corte Constitucional en Sentencia C 04 
(1998), indicó que,  
 
Las pruebas científicas disponibles en el mundo, y en aplicación en 
Colombia, permiten descartar en un 100% a los falsos acusados de 
paternidad y establecerla, cualesquiera sean los fundamentos que rodean a 
la pareja, con una probabilidad de 99.999999. La inclusión o afirmación de 
la paternidad se expresa en términos probalísticos porque se fundamenta 
en la frecuencia de cada uno de los marcadores genéticos que se analizan, 
en la población específica del país, región, departamento o municipio, de 
acuerdo con la heterogeneidad de la misma. La aplicación de la fórmula 
matemática al número de marcadores que se requieran para llegar a la 
probabilidad señalada, que es la única que se acepta a nivel internacional, 
aumenta la cola de nueves. Solo en el caso -si llega a ocurrir, ya que hasta 
ahora se considera innecesario de estudiar la totalidad de la mitad genética 
proveniente del padre, en el hijo –se considera que en el genoma humano 
hay entre 50.000 y 100.000 genes activos-, se podría hablar del 100% 
(Corte Constitucional, C-04, 1998). 
 
Ahora bien, frente al resultado de la prueba genética, ha de esperarse una 
consecuencia lógica en su valoración por parte del operador jurídico, que, para el 
caso de la acción de impugnación de la paternidad, sería la exclusión de la 
paternidad, es decir “que el hijo no ha podido tener por padre al que pasa por tal” 
(Código Civil, 2012, Art. 248) 
 
Empero, sobreviene, en varios de los casos, el fenómeno jurídico de la 
caducidad de la acción de impugnación de la paternidad; expresada en nuestro 
ordenamiento con fundamento en lo dispuesto por el Código Civil Colombiano, a 
cuyo tenor se establece que:  
 
Podrán impugnar la paternidad del hijo nacido durante el matrimonio o en 
vigencia de la unión marital de hecho, el cónyuge o compañero permanente 
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y la madre, dentro de los 140 días siguientes a aquel en que tuvieron 
conocimiento de que no es padre o madre biológico (Código Civil, 2012, Art. 
216). 
Oportuno resulta señalar que la caducidad es definida por la Corte 
Constitucional como: 
 
El plazo perentorio y de orden público fijado por la ley, para el ejercicio de 
una acción o un derecho, que transcurre sin necesidad de alguna actividad 
por parte del juez o de las partes en proceso jurídico. La caducidad es 
entonces un límite temporal de orden público que no se puede renunciar y 
que debe ser declarada por el juez oficiosamente (Corte Constitucional, C-
622 de 2004). 
 
En igual sentido, el órgano de cierre de lo Constitucional, al referirse a la 
figura de la caducidad señaló que, 
 
La caducidad es una institución jurídico procesal a través del cual, el 
legislador; en uso de su potestad de configuración normativa, limita en el 
tiempo el derecho que tiene toda persona de acceder a la jurisdicción con el 
fin de obtener pronta y cumplida justicia. Su fundamento se haya en la 
necesidad por parte del conglomerado social de obtener seguridad jurídica, 
para evitar la paralización del tráfico jurídico. En esta medida la caducidad 
no concede derechos subjetivos, sino que por el contrario apunta a la 
protección de un interés general. La caducidad impide el ejercicio de la 
acción, por lo cual, cuando se ha configurado no puede iniciarse 
válidamente el proceso (Corte Constitucional, C-832, 2001). 
 
Así, la acción de impugnación de la paternidad y la caducidad de la acción 
atañen a la oportunidad temporal establecida por el legislador para refutar la 
paternidad o maternidad, la que para el caso de estudio se dirige para desvirtuar la 
presunción contemplada en el Código Civil, a cuyo tenor se tiene por hijo al nacido 
durante la vigencia del vínculo del matrimonio o unión marital de hecho, de la 
pareja (Código Civil, 2012, Art 213). 
 
Al respecto, el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria, al referirse al 
momento en que surge el interés actual, precisa lo siguiente,  
 
Ahora bien, esta Corporación determinó que el interés actual debe ubicarse 
temporalmente en cada caso concreto y hace referencia a la condición 
jurídica necesaria para activar el derecho, por lo que se origina en el 
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momento que se establece la ausencia de la relación filial, es decir, cuando 
el demandante tiene la seguridad con base en la prueba biológica que 
realmente no es el progenitor de quien se reputa como hijo suyo” (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, SC12907, 2017). 
 
Luego la cuestión está en determinar ¿en qué momento surge el interés 
para accionar?, ante lo cual la misma Corte señala,  
 
En este sentido, la Corte tiene precisado que el interés para impugnar el 
reconocimiento surge es a partir del momento en que sin ningún género de 
duda se pone de presente o se descubre el error, por ejemplo, con el 
conocimiento que el demandante tuvo el resultado de la prueba genética de 
ADN, que determinó que respecto de la demandada su paternidad se 
encontraba científicamente excluida (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Civil, SC01008, 2007). 
 
Término que, se itera, en algunos casos, expira y por ende trae como 
consecuencia la figura jurídica de la caducidad de la acción de impugnación de la 
paternidad, que puede socavar los derechos bien, para quienes estarían 
legitimados para encausar la acción y/o bien para quienes ha de procurarse el 
derecho de filiación, esto es a los niños, niñas y adolescentes, los que, cual se 
indicara, son superiores, “los derechos de los niños prevalecen sobre los demás” 
(Const. 1991, art. 44) no sin dejar de lado el derecho a la igualdad y la seguridad 
jurídica que le asiste a unos y otros. 
 
Acertado resulta citar lo expuesto por algunos autores franceses al 
comentar el art. 316 del Código Civil Frances, que igualmente establece un 
término de caducidad, de seis meses: 
 
En materia de impugnación, es necesario que la incertidumbre no 
permanezca demasiado tiempo sobre el niño; debe evitarse que el marido 
pueda usar la amenaza de accionar como una espada de Damocles 
suspendida sobre la cabeza de su esposa; esta última debe ser protegida 
contra toda forma de chantaje del marido (Mazeaud y Chabas, 1995, p. 
299). 
 
En igual sentido, en lo que respeta al paso del tiempo y el momento 
oportuno en que debe ejercerse la acción, un autor señala,  
 
Y no solamente en razón del riesgo de desaparición de las pruebas. Porque 
el niño va a crecer y su rechazo no puede razonablemente presentarse sino 
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a una edad en la que haya más probabilidad de no sentir choque (Comu, 
1994, p. 314). 
 
Así mismo, y teniendo como referente el sistema jurídico español, la 
doctrina señala,  
 
Tendríamos que el legislador quiso instaurar la igualdad de efectos de la 
filiación determinada, concederle al hijo legitimación para buscar la 
verdadera filiación durante toda su vida e impedir, tanto a hijos como a 
progenitores, la impugnación de la filiación vivida, aun falsa biológicamente, 
transcurrido un plazo de tiempo desde su determinación. El principio de 
igualdad del artículo 14 CE informó, pues, las consecuencias de la 
determinación de la filiación (no la determinación ni la impugnación de la 
filiación); la investigación de la paternidad, que debía posibilitar el legislador 
por mandato del artículo 39 CE, se entendió esencial para los hijos, pero no 
para los progenitores; y el principio de seguridad jurídica, proclamado por el 
artículo 9.3 CE, pesó más que la constancia de la verdadera filiación una 
vez que se ha vivido pacíficamente una relación paterno-filial  (Quicios, 
2005, p. 259). 
 
Aspectos que bien pueden ser de interés independiente, pero que, para el 
objeto de este estudio, se conjugan en aras de procurar, precisamente, la 
protección del derecho a la filiación que le asiste a los niños, las niñas y 
adolescentes, por tanto, la jurisprudencia de la jurisdicción ordinaria indica que,  
 
Debe estudiarse cada caso en particular para verificar si prevalecen los 
afectos y el trato social, así como el consentimiento del padre sobre lo 
puramente biológico para que, aún conociendo la veracidad de la prueba 
científica, se dé prioridad a los afectos y se permita al hijo accionado 
mantener el statu quo civil en la forma en que lo ha sustentado durante toda 
su vida, impidiendo que razones ajenas a intereses puramente familiares 
permitan despojarlo de una filiación que ha detentado con la aquiescencia 
de aquel que la ha tratado siempre como su padre. Son casos en que una 
certeza jurídica o social debe primar sobre la verdad biológica (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 12907, 2017). 
 
Corolario de lo expuesto, se asume que la finalidad del término de 
caducidad de la acción de impugnación de la paternidad, tiene como objeto la 
protección del derecho de filiación y los derechos que de la misma se desprenden, 





DESARROLLO JURISPRUDENCIAL Y CONSTITUCIONAL DEL CONCEPTO 
DE CADUCIDAD Y SU INCIDENCIA EN EL DERECHO DE FILIACION  
 
Si bien la jurisprudencia y en especial la emanada de la Corte Constitucional, ha 
decantado en forma reiterada el concepto de caducidad, necesario resulta su 
análisis, bajo la óptica de la protección de los derechos superiores de los niños, 
las niñas y adolescentes, que se desprenden del derecho de filiación. 
 
La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en su doctrina 
señala: 
 
En cuanto a la justificación de la caducidad que, según lo ha dicho esta 
Corporación, entraña el concepto de plazo extintivo perentorio e 
improrrogable que impide el ejercicio de un derecho cuando la inacción de 
la parte ha permitido que transcurra el término previsto por la ley para 
activarlo (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, SC041, 2005). 
 
Concepto bajo el cual se encausa la inquietud que generara esta 
investigación y que se advierte tiene incidencia en la protección o vulneración del 
derecho de filiación. Al respecto unos autores señalan lo siguiente: 
 
Tanto en el ámbito nacional como en el internacional, los procesos de 
impugnación de la paternidad se amparan totalmente en la respuesta dada 
por la prueba científica con marcadores genéticos, utilizando la técnica de 
ADN, salvo en muy pocos casos, en que se expresa que la decisión puede 
afectar al menor, presentando aspectos valorativos como el “summun ius 
summa iniuria, es decir, que la aplicación rigurosa de la ley puede originar 
graves injusticias” (Convenio Colegio de Abogados de Costa Rica. 
Impugnación de la paternidad, 2010, p. 6), decisión que el fallador debe 
justificar a partir de lo consagrado expresamente en el principio de interés 
superior del niño, niña y adolescente (Camargo y Vergel, 2014, p. 164). 
 
Ahora bien, la Corte Suprema de Justicia, como órgano de cierre de nuestra 
jurisdicción, señala que, 
 
El reparo referente a que la caducidad declarada vulnera derechos de la 
convocada como el nombre, la identidad y el conocimiento de su verdadera 
filiación, solo podía ser alegado por ella, en caso de considerar que sus 
intereses fueron afectados con esa determinación y no por quien en este 
caso actúa como su contradictor. En otros términos, si quien impugnó la 
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paternidad fue el que pasa por padre, ningún interés jurídico tiene en aducir 
la violación de los derechos de la supuesta hija cuando la pretensión se 
negó con apoyo en su extemporánea reclamación, sobre todo porque con 
esa actitud en verdad solapadamente, está atracando el interés de esa hija 
que ha consolidado con tal falta su derecho a la filiación, un nombre y una 
identidad, con las demás garantías que de ello se derivan. Tampoco tiene 
eco la alegación atinente a que la sentencia recurrida desconoce el derecho 
que tiene la menor al reconocimiento de su verdadera personalidad jurídica 
y de saber quién es su verdadero padre biológico, como quiera que la 
acción de reclamación de estado civil prevista en el artículo 406 del Código 
Civil, es de naturaleza imprescriptible y, por lo mismo, a salvo queda el 
derecho de la hija para que, si a bien lo tiene, en cualquier momento puedo 
ejercer la acción encaminada a establecer cuál es su correcta filiación. En 
fin, no es el declarado padre el llamado a discutir la tutela de los derechos 
del supuesto hijo derivados de la paternidad que una sentencia le enseña, 
sino ese hijo mediante acción judicial ejercible en cualquier tiempo (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, SC5414, 2018) 
 
De aquí se desprenden sendos elementos que en suma estructuran el 
estado civil de las personas, el cual es reglado por el legislador y referido por la 
misma Corporación al exponer,  
 
Que históricamente el legislador ha regulado el tema del estado civil y de la 
familia con precisión y cuidado sumos a fin de proteger la propia intimidad 
que rodea su constitución y de atender a las realidades que en punto de los 
hijos genera su entorno y su propio desarrollo, tanto como para no haber 
permitido, a través de las épocas, que cualquier persona puede acudir a los 
estrados judiciales para cuestionar una paternidad o maternidad propiciada 
en ese ámbito. Incluso ha establecido prohibiciones específicas para que, 
consumados ciertos hechos o vencidos determinados plazos, la situación 
jurídica se torne inexpugnable, y por consiguiente definitiva; (...) Empero, 
siempre ha preferido el legislador aceptar los hechos por los cuales se 
producen situaciones jurídicas que surgen de la vivencia de las relaciones 
intrafamiliares, en lugar de dejar un determinado estado civil en entredicho 
o sujeto a una incertidumbre permanente, motivo por el cual ha impedido, 
en línea de principio, que cualquier persona llegue a cuestionar un estado 
civil que viene consolidado de atrás, ni que pueda intentarlo cuando se le 
ocurra y en todo tiempo, por muy altruista que parezca o pueda ser el 
motivo aducido para desvirtuar una situación familiar en cuya construcción 
afectivamente se han afirmado lazos sólidos y definitivos (Corte Suprema 




Ahora bien, el precedente desarrollado por la Corte Constitucional se 
encausa en procurar la prevalencia del derecho sustancial sin desconocer la 
misma respecto del interés superior de los niños, niñas y adolescentes, veamos su 
desarrollo. 
 
En observación del resultado de la prueba científica de marcadores 
genéticos de ADN, la Corporación precisa que,  
 
La importancia de la prueba radica no sólo en que puede establecer los 
verdaderos vínculos de filiación de una persona, sino en el efecto que de 
ello se deriva, que consiste en la protección efectiva de los derechos del 
presunto hijo a la personalidad jurídica, a tener una familia y formar parte de 
ella, a tener un estado civil, y a la dignidad humana. De igual manera, 
supone la protección de los derechos fundamentales del presunto padre o 
madre a decidir libremente y en pareja el número de hijos que desea tener, 
a la personalidad jurídica, a la filiación y al acceso efectivo a la 
administración de justicia (Corte Constitucional, T-352, 2012). 
 
Se colige que el precedente constitucional determina la importancia de la 
prueba de ADN en los procesos de impugnación de la paternidad, prueba que 
evidencia científicamente los verdaderos vínculos de filiación, que derivan en la 
protección de los derechos fundamentales a la dignidad humana, a tener una 
familia y formar parte de ella, a tener un estado civil y a tener personalidad 
jurídica. 
 
Acorde a lo anterior, ha de colegirse igualmente que la figura de la 
caducidad de la acción de impugnación de la paternidad a no dudarlo incide en el 
derecho a la filiación que le asiste a los niños, niñas y adolescentes. 
 
No obstante, y de medular importancia ha de precisarse que al operador 
judicial le asiste la obligación de interpretar las normas en ejercicio del derecho 
sustancial, precisamente en procura de salvaguardar los derechos superiores, así 
lo expresa la Corte Constitucional, 
 
Existe la obligación al interpretar las normas de caducidad de impugnación 
de la paternidad, dar prevalencia al derecho sustancial, pues no hacerlo 
implica una vulneración del articulo 228 de la Constitución Política. No 
obstante, lo anterior, dicha interpretación no puede desconocer los vínculos 
familiares que se han construido entre padre e hijo con el paso de los años. 
En consecuencia, deben analizarse las circunstancias particulares de cada 
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caso concreto a efectos de determinar no solo el interés general que le 
asiste al padre, sino también los derechos fundamentales que puedan ser 
vulnerados al hijo con ocasión de la extensión de la relación filial y, por 
consiguiente, los vínculos de afecto que se han desarrollado con el tiempo 
(Corte Constitucional, T-207, 2017). 
 
El precedente de la Corte Constitucional protege el derecho fundamental a 
la filiación que le asiste a los niños, niñas y adolescentes, y con ello procura la 
salvaguarda de los derechos superiores que de este se derivan, cuales son la 
personalidad jurídica, el derecho a tener una familia, el estado civil y la dignidad 
humana, incluso ante la evidencia de la prueba científica de ADN, en el proceso 
de impugnación de la paternidad, a cuyo tenor se entiende la figura de la 
caducidad de la acción incoada por quien pasa por padre. Acorde a lo anterior la 
Corte precisa,  
 
En el ejercicio hermenéutico realizado tanto por la jurisdicción civil como en 
el precedente constitucional, en la búsqueda de proteger el derecho a la 
filiación real, se ha estudiado el interés actual del demandante, que deviene 
de la prueba científica y que otorga certeza respecto del vínculo biológico. 
De otra parte, se ha protegido el interés superior del niño cuando a pesar 
del conocimiento de la ausencia de vínculo genético el supuesto padre deja 
transcurrir el tiempo sin hacer uso de los mecanismos de ley para 
controvertir la paternidad (Corte constitucional, T-207, 2017). 
 
Luego la finalidad de la caducidad de la acción de impugnación de la 
paternidad atiende la necesidad de proteger el interés superior de los niños, niñas 
y adolescentes, conforme lo ha considerado el órgano superior de lo 
Constitucional en sentencia de unificación,  
 
El derecho a formar parte de un núcleo familiar, además de ser un derecho 
fundamental que goza de especial prelación, constituye una garantía 
esencial para asegurar la realización de otros derechos fundamentales de la 
misma entidad. Por esta razón, la violación del mismo implica una 
degradación del ser humano de tal magnitud que resulta incompatible con el 
principio de dignidad consagrado en la Carta. Cualquier separación abrupta, 
intempestiva e injustificada de un niño y su familia hace que se desconozca 
su pertenencia a una institución necesaria para su desarrollo integral lo que 
lo priva de un factor determinante de su más íntima individualidad (Corte 




Necesario resulta, para el operador judicial, el deber que le asiste de 
abordar el estudio de cada caso en particular, así lo expresa la Corte 
Constitucional,  
 
El principio del interés superior de los niños, las niñas y adolescentes se 
realiza en el estudio de cada caso en particular y tiene por fin asegurar su 
desarrollo integral; (ii) este principio, además, persigue la realización 
efectiva de sus derechos fundamentales como resguardarlos de los riesgos 
prohibidos que amenacen su desarrollo armónico. Estos riesgos no se 
agotan en los que enuncia la ley, sino que también deben analizarse en el 
estudio de cada caso particular; (iii) debe propenderse por encontrar un 
equilibrio entre los derechos de los padres o sus representantes legales y 
los de los niños, las niñas y adolescentes. Sin embargo, cuando dicha 
armonización no sea posible, deberán prevalecer las garantías superiores 
de los menores de dieciocho años. En otras palabras, siempre que 
prevalezcan los derechos de los padres, es porque se ha entendido que 
ésta es la mejor manera de darle aplicación al principio del interés superior 
de los menores de edad (Corte Constitucional, C-258, 2015). 
 
Emerge aquí un conflicto de intereses, ante el cual la Corte Constitucional 
señala que, 
 
Pueden presentarse dos intereses en conflicto al momento de entrar a 
estudiar el principio de caducidad, existen casos en los cuales se encuentra 
el derecho del padre a quien se le fuerza a aceptar un hijo como suyo a 
quien no lo es. En consecuencia, el padre tendría derecho a exigir que la 
verdadera filiación prevalezca. De otro lado, se encuentra el interés superior 
del menor, en los términos anteriormente señalados. La solución entonces 
debe propender hacía un equilibrio entre los derechos de los padres o sus 
representantes legales y los derechos de los niños, las niñas y 
adolescentes, atendiendo, además, a las circunstancias del caso en 
concreto. En caso de que dicha armonización no sea posible, deberán 
prevalecer las garantías superiores de los niños (Corte Constitucional, C-
258, 2015). 
 
Como corolario ha de señalarse que el precedente constitucional ha 
sentado las bases que permiten concluir que la filiación tiene un fundamento que 
no necesariamente atiende a la evidencia científica, al contrario, propugna por 







El concepto de filiación trae consigo e inmerso, los derechos que le asisten a los 
niños, niñas y adolescentes, los cuales son de protección superior y por ende de 
desarrollo normativo.   
 
Así mismo, debe tenerse que la filiación a más de ser un derecho fundamental y 
constituir por esencia un atributo de la personalidad, se encuentra ligado al estado 
civil de las personas, al nombre y al reconocimiento de la personalidad jurídica. 
 
La acción de impugnación de la paternidad y la caducidad de su acción concierne 
a la oportunidad temporal establecida por el legislador para refutar la paternidad o 
maternidad, la que para el caso se dirige para desvirtuar la presunción legal que 
consagra el Art. 213 del Código Civil, a cuyo tenor se tiene por hijo al nacido 
durante la vigencia del vínculo del matrimonio o en vigencia de la unión marital de 
hecho.  
 
La figura jurídica de la caducidad de la acción de impugnación de la paternidad, 
puede socavar los derechos para quienes estarían legitimados para encausar la 
acción y/o para quienes ha de procurarse el derecho de filiación, esto es a quien 
pasa por padre y/o a los niños, niñas y adolescentes, respectivamente; Derechos 
que, tratándose de los niños, las niñas y adolescentes, por mandato constitucional 
son de carácter superior. 
 
La finalidad del término de caducidad de la acción de impugnación de la 
paternidad, tiene como objeto la protección del derecho de filiación de los niños, 
las niñas y adolescentes. 
 
No es el declarado padre el llamado a discutir la tutela de los derechos del 
supuesto hijo derivados de la paternidad que del resultado de la prueba científica 
de ADN le enseña, sino ese hijo mediante acción judicial ejercible en cualquier 
tiempo. 
 
Al operador judicial le asiste la obligación de interpretar las normas en ejercicio del 
derecho sustancial, precisamente en procura de salvaguardar los derechos 
superiores. 
 
El precedente de la Corte Constitucional protege el derecho fundamental a la 
filiación que le asiste a los niños, niñas y adolescentes, y con ello procura la 
salvaguarda de los derechos superiores que de esta se derivan, cuales son la 
personalidad jurídica, el derecho a tener una familia, el estado civil y la dignidad 
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humana, los que pueden resultar conculcados ante la evidencia de la prueba 
científica de ADN. 
 
La finalidad de la caducidad de la acción de impugnación de la paternidad atiende 
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